
GONZALEZ, HAIDE NOELIA C/ PARTIDO JUSTICIALISTA DISTRITO CHACO Y/O QUIEN

RESULTE RESPONSABLE S/DESPIDO, ETC. 68.102/09.-

SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA – CHACO

SENTENCIA Nº 35.-

En la ciudad de Resistencia, capital de la Provincia del Chaco, a los

quince días del mes de marzo del año dos mil once, reunidos en Acuerdo

los señores Ministros integrantes de la Sala Primera Civil, Comercial y

Laboral del Superior Tribunal de Justicia, ROLANDO IGNACIO TOLEDO y MARÍA

LUISA LUCAS, como jueces de primer y segundo voto respectivamente,

tomaron en consideración para resolver el presente expediente: “GONZALEZ,
HAIDE NOELIA C/ PARTIDO JUSTICIALISTA DISTRITO CHACO Y/O QUIEN RESULTE

RESPONSABLE S/ DESPIDO, ETC”, N° 68.102, año 2009, venido en apelación

extraordinaria en virtud de los recursos de inconstitucionalidad deducido

a fs. 605/611.-

C U E S T I O N E S

I.- ¿Es procedente el recurso de inconstitucionalidad deducido en autos?

II.- En su caso, ¿qué pronunciamiento corresponde dictar?

I.- A LA PRIMERA CUESTION EL SR. JUEZ ROLANDO IGNACIO TOLEDO, DIJO:

1.- Arriban las presentes actuaciones a conocimiento y decisión de este

Tribunal en virtud del recurso de inconstitucionalidad interpuesto a fs.

605/611 por la actora, contra la sentencia dictada por la Sala Segunda de

la Cámara de Apelaciones del Trabajo de esta ciudad, que obra a fs.

582/588. A fs. 623 se radica la causa ante esta Sala Primera Civil,

Comercial y Laboral del Superior Tribunal de Justicia, la que se integra

con los suscriptos a fs. 634.-

A fs. 630/632 emite su dictamen Nº 219/10 el Sr. Procurador General y a

fs. 639 se llama autos para sentencia.-



2.- Siendo este Tribunal el juez de los recursos extraordinarios para

ante él intentados, corresponde examine previamente la concurrencia de

los extremos que habilitan esta instancia extraordinaria. En tal

cometido, advierto que el mismo consulta los recaudos de interposición en

término, legitimación para recurrir, oportuno planteo de la cuestión

constitucional y la decisión constituye una sentencia definitiva.-

Consecuentemente corresponde ingresar en el tratamiento del remedio en su

faz sustancial.-

Aduce el recurrente que la sentencia atacada deviene arbitraria, puesto

que los magistrados ponderan arbitrariamente las pruebas producidas,

incurren en graves defectos de fundamentación de hecho y omiten

considerar medios probatorios idóneos y conducentes a la resolución del

caso.-

Precisando conceptos, lo agravia que la Alzada haya evaluado

arbitrariamente la prueba producida. Señala que la prestación de

servicios personales de la actora no generó controversia ya que la

demandada reconoció tal hecho, solo que lo calificó como trabajo

benévolo, fundando sus dichos en que tanto el Justicialismo como los

demás partidos políticos del Chaco carecen de empleados en relación de

dependencia.-

Sostiene el quejoso que tal aserto resulta dogmático ya que la accionada

no aportó prueba que acredite el carácter benévolo del trabajo efectuado

y que pese a ello los camaristas sostienen que los testimonios de autos

revelan la inexistencia de relación de dependencia, aseveración que

resulta -en su opinión- inequívocamente arbitraria.-

Asimismo se agravia ya que la Alzada ha descartado en el examen

probatorio de autos tanto la confesión ficta como la respuesta tardía a

los emplazamientos postales de su parte a la reclamada. Sostiene que las

probanzas reunidas demuestran que ha existido un contrato de trabajo y

que la admisión del reclamo de la actora -en primera instancia-

constituía una derivación razonada y lógica de las pruebas acumuladas en

el proceso, no así lo resuelto en la Alzada, fallo que resulta

inconstitucional por carecer de todo fundamento de hecho y derecho.-



Así resumidos los agravios del recurrente señalo que como lo ha expresado

esta Sala en anteriores pronunciamientos, siguiendo doctrina de la Corte

Suprema de Justicia de la Nación, las cuestiones entre empleados y

empleadores, atinentes a derechos que emanan de la relación laboral y

debatidas ante tribunales del fuero respectivo, son temas de hecho,

prueba y derecho común, ajenos a la instancia extraordinaria. Por lo

tanto, la admisión del recurso de inconstitucionalidad en materia como la

presente, está supeditada a la demostración de un vicio de naturaleza tal

que haga descalificable lo decidido en base a la doctrina de la

arbitrariedad (conf. Sent. N° 350/92; 76/96: 42/98, entre otras).-

Dicha doctrina resulta aplicable al recurso extraordinario local, que

participa de similares connotaciones a las establecidas en el orden

federal (conf. Sent. N° 40/90). Conforme tales lineamientos señalo que la

Cámara al revocar la sentencia que admitía el reclamo obrero, dispone el

rechazo de la demanda promovida por la Sra. González y asi incurre en un

supuesto que permite excepcionar la regla reseñada. En efecto, la Alzada

no ha realizado el análisis del material fáctico y probatorio a la luz

del principio de primacía de la realidad  y de las previsiones del art.

23 de la Ley de Contrato de Trabajo, como lo ha sostenido el recurrente

en su libelo recursivo.-

Ello permite encuadrar la arbitrariedad alegada dentro de las denominadas

causales fácticas, a saber: errónea apreciación de la plataforma de los

hechos y de la prueba que produce una derivación no razonada del derecho

vigente. La Corte señala que si media un evidente apartamiento de los

hechos, del buen sentido o de las reglas de la sana critica, la sentencia

es arbitraria, como si abandona el correcto entendimiento judicial del

material probatorio o le da un tratamiento no adecuado (Recurso

Extraordinario - Néstor Pedro Sagués – p.271  Ed. Astrea Bs.As. 2002).-

En efecto, al fundar la sentencia impugnada, los camaristas señalan -en

primer término- que deberán abordar la naturaleza de la vinculación

jurídica entre las partes y seguidamente analizan la declaración

testimonial del Sr. Fraga quien reconoce la prestación de tareas de la

Sra. González en la sede partidaria otorgándole a tales servicios la



calidad de colaboración o “militancia”. Luego, citan los dichos de los
Sres. Godeas y Lomónaco, quienes expresaron en sus declaraciones que en

sus respectivos partidos las diversas tareas son realizadas por

militantes o simpatizantes de los mismos. Frente a tales declaraciones

los camaristas concluyen que las tareas realizadas por la Sra. González

se inscribían en el marco de la colaboración gratuita hacia el Partido

Justicialista debido a la calidad de militante de la misma,  y en virtud

de tal circunstancia se ven impedidos de aplicar la presunción del art.

23 de la Ley de Contrato de Trabajo.-

Afirman que: Por consiguiente el balance general de la prueba, lleva a

afirmar que en la especie se observa una de las situaciones excluyentes

de la presunción del art.23 de la LCT. AO (fs. 587).-

Luego refieren que “A lo definitivo en el caso, a mi ver, es la calidad

de militante del Partido Justicialista de la actora; las tareas que

asumió han sido brindadas en el marco de la colaboración, ínsita en la

militancia y que participa de la gratuidad propia. O si se prefiere, lo

determinante en la especie es que la razón del servicio, es decir, su

causa, era la militancia y por lo tanto, no puede aplicarse en forma

automática la presunción del art. 23 L.C.T., tanto mas si en el marco de

la conducta que desarrollan los militantes se establecen formas prácticas

de participación con distintos tipos de tareas, en pos del ideal común”.
(fs. 587 vta.).-

Afirmaciones que aparecen formuladas dogmáticamente y así revelan que los

fundamentos vertidos al sostener la interpretación desplegada en el fallo

resultan aparentes, lo que tiñe de arbitraria la sentencia recurrida.

A ello cabe agregar que se han desechado otras acreditaciones en la

evaluación de estos autos, a saber: las declaraciones de los testigos

Cardozo y Vázquez, así como la confesión ficta de la demandada y los

emplazamientos postales cursados por la Sra. González.-

Así a fs. 584 afirman los jueces: A las testificales de Vázquez (fs. 87 y

vta.) y Cardozo (fs. 88 y vta.) no convencen en punto a las aserciones

volcadas en el escrito inicial en el marco señalado y dadas las



especiales circunstancias de la causa, estoy persuadida de la

irrelevancia de la confesión ficta, (fs. 587).-

Lo transcripto evidencia que las razones brindadas por la Alzada para

descartar la evaluación de tales acreditaciones que integran el plexo

probatorio de autos resultan huérfanas de fundamentos ya que sólo se

sustentan en la mera voluntad del juzgador. Revelándose así - nuevamente-

, el déficit argumentativo que permite descalificar el fallo impugnado.

Sumado a ello, la omisión de considerar los emplazamientos postales

enviados por la actora al demandado, lo que no ha merecido - siquiera- un

intento de explicación plausible por los camaristas.-

A los extremos señalados agrego que la interpretación formulada por la

Alzada ha soslayado valorar y considerar el material probatorio colectado

a la luz del principio de primacía de la realidad así como ha excluido la

situación fáctica de autos del ámbito de la presunción contenida en el

art. 23 de la Ley de Contrato de Trabajo. Señalo que tal modalidad de

razonamiento se contrapone con el carácter tuitivo que exhibe el derecho

del trabajo, consagrado tanto en el art. 14 bis Constitución Nacional,

como en la legislación específica que regula los vínculos laborales. -

En ese marco de análisis los camaristas han olvidado que la garantía del

art.14 bis Carta Magna Nacional, al comprender al trabajo en sus diversas

formas señala una senda interpretativa al juez, quien debe indagar en la

naturaleza jurídica de una institución a través de los elementos que la

componen y constituyen, adquiriendo relevancia la realidad material y el

dato para configurar la naturaleza de la vinculación entre las partes. -

Entendiendo tales pautas como la consagración de un haz de derechos

humanos efectivos y no ilusorios dentro de los cuales aparece el

trabajador como un sujeto de preferente tutela constitucional (Corte

Suprema de Justicia de la Nación in re: “Vizzoti”, Fallos: 327:3689 y
3690, y “Aquino”, Fallos: 327, ps. 3770 y 3797).-

Así lo ha entendido la Conferencia Internacional de la Organización

Internacional del Trabajo de Ginebra, N° 95, en su recomendación Nº 198

(2006) en cuanto para determinar Ola existencia de una relación de

trabajo, remite principalmente al examen de los hechos, mas allá de la



manera en que se caracterice la relación en cualquier arreglo contrario,

ya sea de carácter contractual o de otra naturaleza, convenido por las

partes. (Punto 9).-

Cabe destacar que a fines de utilizar tal orientación protectoria en un

conflicto o situación dudosa suscitada entre las partes el legislador ha

diseñado una herramienta interpretativa establecida con ese fin

específico, a saber: el art. 23 de la Ley de Contrato de Trabajo. Y le ha

dado el carácter de presunción juris tantum por lo que se torna operativa

una vez reconocida la prestación del servicio (tal como ocurre en el

sublite) salvo que el demandado pueda acreditar acabadamente que (la

prestación de las tareas) ha obedecido a otra vinculación jurídica. La

operatividad de su funcionamiento define la finalidad protectoria de la

norma referida que sitúa dentro del ámbito laboral a tales relaciones en

aras de proteger a aquellas personas que prestan servicios en beneficio

de un tercero.-

En este caso no se discute que la parte actora realizaba las tareas en la

sede del Partido demandado, sino que la parte demandada sostuvo que el

mismo era benévolo, o sea, que lo hacía como militante de dicho Partido. -

Sabido es que los partidos políticos revisten la condición de auxiliares

del Estado y son organizaciones de derecho público no estatal, necesarias

para el desenvolvimiento de la democracia, y por ende, instrumentos de

gobierno cuya institucionalización genera vínculos y efectos jurídicos

entre los miembros del partido, y entre éstos y la asociación. Estas

agrupaciones condicionan los aspectos más íntimos de la vida política

nacional e, incluso, la acción de los poderes gubernamentales.-

En consecuencia, al reglamentarlos, el Estado cuida una de las piezas

principales y mas sensibles de su complejo mecanismo vital (Fallos:

312:2192; y 316:1679), siendo su misión la de mediadores entre la

sociedad y el Estado (Fallos: 307:1774 y 316:1679). Teniendo en cuenta

dichos conceptos, colaciono las enseñanzas de Rodolfo Luis Vigo

(Principios generales del derecho y Principios –Estado de derecho legal y

estado de derecho constitucional, respectivamente, Rev. La Ley Año LXXV,

n°27, del 08/02/11, págs. 1/3), en cuanto a las contribuciones de Ronald



Dworkin y Robert Alexy, el primero, a que el derecho no se limita a un

mero sistema de reglas, sino principalmente de principios, o sea

exigencias de justicia, equidad o de otra dimensión de la moralidad; y el

segundo, que postula un derecho no positivista con límites morales

infranqueables (la injusticia extrema no es derecho), siendo habitual que

circule en el derecho la moral bajo el rótulo de los principios,

existiendo siempre una identidad entre ellos y los valores, siendo su

característica principal que son mandatos de optimización (mientras que

las normas son mandatos definitivos). Consecuentemente, no creo

compatible con el principio tuitivo contenido en el art. 14 bis de la

Constitución Nacional (El trabajo en sus diversas formas gozará de la

protección de las leyes, las que asegurarán al trabajador: retribución,

justa protección contra el despido arbitrario), la alegación que efectúa

la parte demandada, de que la trabajadora demandante, realizaba las

tareas que fueron reconocidas por la accionada como ciertas, en su

calidad de militante, y con la expectativa de que en algún momento, podía

ser beneficiada con algún cargo en el Gobierno, y que por ello no tenía

derecho a recibir remuneración como contraprestación de su trabajo.-

Por el contrario, dicha manifestación es contraria al derecho que tiene

todo trabajador a ser justamente remunerado, y no puede ser perjudicado

ni desconocido con las alegadas (que no fueron tampoco probadas) promesas

de un futuro cargo. Y mucho menos puede admitirse tal invocación de

trabajo benévolo, cuando las tareas se realizaron durante más de nueve

años. Por ello, entiendo aplicables en este caso, los siguientes

criterios jurisprudenciales: “Las distintas salas de la CNAT ha

establecido como principio general que el legislador quiso, con el art.

23 LCT, quitar al trabajador la difícil carga de probar los datos

fácticos de la dependencia y por eso mandó presumir, dejando en manos del

demandado la posibilidad de demostrar que el contrato no fue laboral, es

decir que no hubo dependencia.-

Por el contrario, si el trabajador debe acreditar que el trabajo fue

desempeñado bajo dependencia, la presunción queda vaciada y contrariado

el objetivo del legislador. Como siempre debe presumirse la coherencia y

razonabilidad de la ley, si se acepta la interpretación restrictiva, es



decir que la presunción se activa cuando se prueba la dependencia, tal

presunción no haría falta, toda vez que lo que a partir de allí se quiere

inferir, ya estaría probado. (CNAT, Sala II, SD 95.477 del 18/12/07;

“Diego Sergio c. FATE S.A. s. despido” id. Sala III, expte. 31.054/02

sentencia 15/11/04; Romero, Remigia s. Su Gas S.A. s. despido. Ley de

Contrato de Trabajo - comentada y anotada - Juan Carlos Fernández Madrid

T. I  p. 525 Editorial La Ley Noviembre 2009).-

En sentido coincidente: “En efecto, una vez reconocida la prestación de

servicio se torna operativa la presunción que emana del art. 23 de la

LCT, AO y mas adelante continua: “la naturaleza del mismo debe resultar
de la realidad de la relación observada entre las partes, y en tal

sentido, la aquí apelante no demostró que el actor organizaba el servicio

que prestaba como titular de su propio emprendimiento, cualquiera fuese

la modalidad”, in re: Taborda Claudio Darío c/ Señal Económica S.A. y

otros s/ despido, expte. Nº 8.086/2006 - Sala IX - CNAT. Sentencia Nº

16.708 del 30.11.2010).-

En el análisis de autos, tal mecanismo no ha sido utilizado, escamoteando

expresamente la realidad de este ámbito normativo, lo que configura una

errónea apreciación del plexo probatorio y a la postre produce una

derivación no razonada del derecho vigente, máxime si se tiene en cuenta

que la parte demandada no adujo que la actora era trabajadora autónoma o

independiente.-

Así, retomando conceptos relativos a la arbitrariedad del fallo cabe

señalar que la Corte ha expresado que: La exigencia de que los fallos

tengan fundamentos serios reconoce raíz constitucional y tiene, como

contenido concreto, el imperativo de que la decisión se conforme a la ley

y a los principios de la doctrina y de la jurisprudencia vinculados con

la especie a decidir (Fallos 236:27; 308:1075, entre muchos otros).

(conf. Sents. Nº 382/00; N° 383/00 y N° 384/00, de esta Sala).-

Siguiendo dichas pautas, la misma ha descalificado sentencias a través de

la doctrina de la arbitrariedad, no sólo cuando la misma carece de

fundamentación sino también cuando ésta resulta insuficiente (Fallos

299:341 y esta Sala en Sent. Nº 191/90; y Nº 383/00, citada). Ello por



cuanto la decisión en tales condiciones no cumple con la exigencia de ser

derivación razonada del derecho vigente, con aplicación a las

circunstancias comprobadas de la causa (Fallos 297:100; 298:360, y

299:226), exigencia que reconoce raíz constitucional (Fallos 240:160; y

247:263).-

Así reseñado el fallo de Alzada frente al recurso interpuesto por la

actora estimo cabe propiciar la anulación del mismo ya que se ha

configurado el mentado vicio de arbitrariedad aludido por el recurrente.

Por último, corresponde analizar si procede dictar sentencia sobre el

fondo de la cuestión (art. 44 in fine, Decreto Ley l407/62, modif. Por

Ley 5.951). Surge la necesidad de ejercer jurisdicción positiva, en tanto

la solución encuadra en el marco establecido por el citado art. 44,

atendiendo a las particulares condiciones de la causa y no hallándose

comprometido el derecho de defensa de las partes, siendo que el vicio

atribuido al pronunciamiento responde a la errónea fundamentación del

fallo, tal como surge del tratamiento desarrollado precedentemente.-

En efecto, no es menester la remisión de los autos a fin de que emita

nuevo pronunciamiento la Alzada, pues conforme fundamentos dados,

impuestos por la naturaleza de la cuestión planteada, un reenvío

atentaría contra la economía y celeridad procesal, ponderando

especialmente que este proceso ha insumido casi diez años en su

tramitación desde su inicio en el año 2001, siendo de naturaleza laboral,

lo que amerita una respuesta definitiva en esta instancia.-

Es que en determinados supuestos, a fin de evitar mayores dilaciones,

cabe resolver sobre el fondo del asunto, tal como lo hiciera la Corte

Suprema de Justicia de la Nación en muchos pronunciamientos, doctrinando

que La naturaleza de los derechos controvertidos y la imprescindible

tutela que en su resguardo debe proveer el Servicio, le impele a la Corte

-obviamente en supuestos excepcionales que demandan el arbitrio de

respuestas impostergables- a que el examen de la litis lleve a acoger el

recurso extraordinario y descalificar el pronunciamiento.-

Pero, además, “la premura con que debe ser decidida la causa torna
aconsejable que sea la misma Corte y no la Cámara, la que se pronuncie



sobre las cuestiones pendientes en uso de las atribuciones conferidas por

el artículo 16, segunda parte de la ley 48” (CS, causa B. 750.XX,

setiembre 30 de 1986, cit., por Augusto M. Morello, “El Recurso

Extraordinario”, Librería Ed. Platense S.R.L., edic. 1987, pág. 369),

criterios y conceptos que mutatis mutandi, resultan de aplicación al sub-

discussio y justifican la decisión adoptada.-

Así nuestra Máxima Intérprete Constitucional en muchos pronunciamientos,

ha hecho uso de la facultad prevista en el mentado art. 16 de la ley 4 8,

decidiendo sobre el juicio a fin de evitar mayores dilaciones (conf.

Néstor P. Sagüés, Derecho Procesal Constitucional, Recurso

Extraordinario, Ed. Astrea, año 1992, págs. 560/561, cit. a Fallos,

225:541), antecedentes que fueron tenidos presentes por esta Sala en

Sent. Nº 157/07 y guardan similitud con esta litis.-

En virtud de lo explicitado e introduciéndome en el tema en debate,

expreso que propicio que la solución al conflicto suscitado sea la que

oportunamente brindara la juez a-quo vertida en la sentencia glosada a

fs. 531 puntos I), II) y III), toda vez que tal conclusión tomada luego

de un profundo análisis del plexo probatorio colectado en autos coincide

con la interpretación que ha sido explicitada en los párrafos anteriores,

razón por la que propicio que se confirme la sentencia de primera

instancia.-

Por los motivos expresados, me expido por la admisión del recurso

incoado, votando afirmativamente a esta primera cuestión.-

ASI VOTO.-

I.- A LA PRIMERA CUESTION LA SRA. JUEZA MARIA LUISA LUCAS:

Coincidiendo con los fundamentos y la solución propuesta en el voto que

antecede, adhiero al mismo y emito el mío en idéntico sentido. Adiciono a

lo expresado que, con anterioridad, he sostenido una interpretación

restrictiva del art. 23 de la Ley de Contrato de Trabajo (conf. Sentencia

Nº 308/2000).-

Actualmente, una nueva visión de la realidad socio-laboral me inclina a

coincidir con los argumentos explicitados en la presente sentencia.-



ES MI VOTO. II.-

A LA SEGUNDA CUESTION EL SR. JUEZ ROLANDO IGNACIO TOLEDO, DIJO: Atento la

conclusión arribada al tratar la primera cuestión, propongo se admita el

recurso de inconstitucionalidad interpuesto a fs. 605/611 por la actora,

contra la sentencia dictada por la Sala Segunda de la Cámara de

Apelaciones del Trabajo de esta ciudad, que obra a fs. 582/588.-

En merito a las razones expuestas, corresponde nulificar lo resuelto por

la Alzada en el fallo que ha sido agregado a fs. 582/588 (art. 44 del

Decreto Ley 1.407/62, modif. por Ley 5.951). En consecuencia, confirm ar

lo resuelto en primera instancia quien admitiera la demanda promovida por

la Sra. González, en los términos vertidos a fs. 519/532. Las costas de

esta instancia extraordinaria acorde a lo dispuesto por el art. 129 de la

Ley 2383 y atendiendo al resultado del recurso de inconstitucionalidad

interpuesto, deberán imponerse en el orden causado (conf. Sentencia Nº

06-80). La regulación de los honorarios profesionales se calculará

conforme pautas de los arts. 3, 5, 6, 7 y 11 (Ley N° 2.011 t.o Ley N°

5.532). Efectuados los cálculos pertinentes corresponde fijar los

emolumentos profesionales al abogado Carlos Guido Leúnda en la suma de

TRESCIENTOS DOCE ($312,00), como patrocinante, y PESOS CIENTO VEINTICINCO

($125,00), como apoderado. A la abogada Elina Viviana Nicoloff en la suma

de PESOS TRESCIENTOS DOCE ($312,00), como patrocinante, y PESOS CIENTO

VEINTICINCO ($125,00), como apoderada.-

ASI TAMBIEN VOTO.-

II.- A LA SEGUNDA CUESTION LA SRA. JUEZA MARIA LUISA LUCAS, DIJO: Con

arreglo al resultado de la votación efectuada con motivo de la primera

cuestión, adhiero también a la propuesta del colega preopinante respecto

de la presente, adhesión que abarca asimismo lo relativo a las costas y

estimación de los honorarios profesionales.-

ES TAMBIEN MI VOTO.-

Con lo que no siendo para más, se dio por finalizado el Acuerdo que

antecede firmando los señores Magistrados presentes, todo por ante mí,

Secretaria, de lo que doy fe. Dra. MARIA LUISA LUCAS ROLANDO IGNACIO



TOLEDO Jueza Presidente Sala 1ra. Civ., Com. y Lab. Sala 1ra. Civ., Com.

y Lab. SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA SIGUE

LA FIRMA.

MARCELA DELLAMEA Abogada Secretaria Sala 1ra. Civ., Com. y Lab. SUPERIOR

TRIBUNAL DE JUSTICIA.-

S  E  N  T  E  N  C  I  A N°__35__ RESISTENCIA, marzo 15 de 2011.-

AUTOS Y VISTOS: Los fundamentos del Acuerdo que antecede, la Sala Primera

Civil, Comercial y Laboral del Superior Tribunal de Justicia,

R E S U E L V E:

I.- HACER LUGAR al recurso deducido por la actora a fs. 605/611 y en su

mérito, nulificar la resolución dictada por la Sala Segunda de la Cámara

de Apelaciones del Trabajo, que obra a fs. 582/588 que revoca lo resuelto

en primera instancia. En consecuencia confirmar lo resuelto en primera

instancia respecto al reclamo formulado por la Sra. González,

específicamente lo dispuesto a fs. 531 puntos I, II y III, debiendo bajar

las mismas al juzgado de origen a fin de continuar su tramitación de

acuerdo a lo establecido en los considerandos, a cuyo fin líbrese oficio

por Secretaria.-

II.- IMPONER las costas de esta instancia en el orden causado.-

III.- REGULAR los honorarios de los profesionales intervinientes como

sigue: al abogado Carlos Guido Leúnda en la suma de TRESCIENTOS DOCE

($312,00), como patrocinante, y PESOS CIENTO VEINTICINCO ($125,00), como

apoderado. A la abogada Elina Viviana Nicoloff en la suma de PESOS

TRESCIENTOS DOCE ($312,00), como patrocinante, y PESOS CIENTO VEINTICINCO

($125,00), como apoderada.-

IV.- REGISTRESE. Protocolícese. Notifíquese.-

Remítase oportunamente la presente, por correo electrónico, a la Sra.

Presidente de la Sala Segunda de la Cámara de Apelaciones del Trabajo de

esta ciudad y al Sr. Presidente de dicha Cámara, dejándose por Secretaría

la respectiva constancia.-



Oportunamente bajen los autos al juzgado de origen.-

Dra. MARIA LUISA LUCAS ROLANDO IGNACIO TOLEDO Jueza Presidente Sala 1ra.

Civ., Com. y Lab. Sala 1ra. Civ., Com. y Lab. SUPERIOR TRIBUNAL DE

JUSTICIA SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA MARCELA DELLAMEA Abogada

Secretaria Sala 1ra. Civ., Com. y Lab. SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA.-

DR. ROLANDO IGNACIO TOLEDO DRA. MARÍA LUISA LUCAS

---MINISTRO--- ---MINISTRO---

SALA PRIMERA CIVIL, COMERCIAL Y LABORAL DEL SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA

CHACO


